PAGE  

[image: image1.emf]  ASAMBLEA GENERAL  

COMISIÓN PREPARATORIA
OEA/Ser.P

AG/CP/GTDSS-7/11
Cuadragésimo primer período ordinario de sesiones
20 abril 2011


Original: español
Grupo de Trabajo Encargado de considerar el


Proyecto de Declaración y Plan de Acción de San Salvador
sobre Seguridad Ciudadana en las Américas
A V I S O

La Secretaría del Consejo Permanente saluda atentamente a las Misiones Permanentes de los Estados Miembros ante la Organización y, por instrucciones del Presidente del Grupo de Trabajo encargado de considerar el proyecto de “Declaración y Plan de Acción de San Salvador sobre Seguridad Ciudadana en las Américas”, cumple en remitir adjunta la versión en español del documento AG/CP/GTDSS-6/11 rev.1 que integra en un documento de menor extensión, las propuestas presentadas por los Estados Miembros al “proyecto de Declaración de San Salvador sobre Seguridad en las Américas”.  La versión en inglés del documento será enviado a la mayor brevedad posible.

El documento que se acompaña, elaborado por la Presidencia del Grupo atendiendo el voto de confianza que le fuera otorgado, servirá de base para la negociación a sostenerse en sesión formal del Grupo que se celebrará el miércoles, 27 de abril de 2011, de 10:00 a.m. a 5:30 p.m., el Salón Guerrero. 
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Original: español


Grupo de Trabajo Encargado de considerar el




Proyecto de Declaración y Plan de Acción de San Salvador


sobre Seguridad Ciudadana en las Américas
DOCUMENTO DE TRABAJO elaborado por la presidencia del grupo 
 QUE INTEGRA las propuestas de los estados miembros al 

PROYECTO DE DECLARACIÓN DE SAN SALVADOR

SOBRE SEGURIDAD CIUDADANA EN LAS AMÉRICAS

1. Los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos, reunidos en San Salvador, El Salvador, en el marco de la celebración del cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la OEA;

2. RECONOCIENDO que la paz, la seguridad, la democracia, los derechos humanos, el desarrollo y la cooperación son pilares del sistema interamericano y que se vinculan entre sí y se refuerzan mutuamente
;

3. CONVENCIDOS de que todo esfuerzo de carácter multilateral en el ámbito de la seguridad, debe respetar las diferentes perspectivas sobre las amenazas y prioridades a su seguridad y reafirmar el respeto pleno de los principios de soberanía, integridad territorial e independencia política de los Estados y de no injerencia en los asuntos que son esencialmente jurisdicción interna de los Estados, de conformidad con la Carta de la Organización de las Naciones Unidas, la Carta de la Organización de los Estados Americanos y el derecho internacional;. 

4. RECONOCIENDO que la Declaración sobre Seguridad en las Américas establece que la concepción de seguridad en el Hemisferio es de alcance multidimensional, incluye las amenazas tradicionales y las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos a la seguridad de los Estados del Hemisferio, incorpora las prioridades de cada Estado, contribuye a la consolidación de la paz, al desarrollo integral y a la justicia social, y se basa en valores democráticos, el respeto, la promoción y defensa de los derechos humanos, la solidaridad, la cooperación
;

5. RECONOCIENDO que con la adopción del Compromiso por la Seguridad Pública en las Américas, durante la Primera Reunión de Ministros en materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA I), los Estados Miembros expresaron la voluntad política y la prioridad que asignan para enfrentar la delincuencia y la inseguridad de forma conjunta, preventiva, integral, coherente, efectiva y permanente
.  

6. RECONOCIENDO asimismo el Consenso de Santo Domingo por la Seguridad Pública en las Américas adoptado en la Segunda Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA II), y la Resolución AG/RES. 2540 (XL-O/10) la cual alienta “la coordinación de las futuras reuniones de la MISPA y de los Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores, Fiscales Generales de las Américas (REMJA)’
;

7. RECORDANDO que el derecho de toda persona a su seguridad se encuentra consagrado en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos;

8. VALORANDO el Informe sobre Seguridad Ciudadana y Derechos Humanos, elaborado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y presentado por ésta en diciembre de 2009, en el cual la noción de seguridad ciudadana es concebida como una política pública, que sólo puede comprenderse cabalmente con una referencia a los derechos humanos, haciéndolos efectivos en los planos normativo y operativo, y haciendo hincapié en las causas de la criminalidad y la violencia.

9. RECONOCIENDO que la delincuencia, la violencia y la inseguridad afectan negativamente a nuestras comunidades, así como al desarrollo social, económico, político y cultural de nuestros pueblos, obstaculizando el logro de una convivencia social armónica, de tolerancia y solidaridad que facilite el desarrollo socio-económico, la consolidación de la institucionalidad democrática y que genere las condiciones necesarias para un marco de seguridad ciudadana.

10. CONSIDERANDO la importancia de continuar adoptando activamente políticas, programas y acciones en materia de prevención para luchar contra la criminalidad, la violencia y la inseguridad, protegiendo a los jóvenes en situación de riesgo y los grupos en condiciones de vulnerabilidad
; 

10bis
REAFIRMANDO que la prevención y erradicación de la explotación sexual comercial, tráfico ilícito y trata de niños, niñas y adolescentes constituye un compromiso ineludible de los Estados y de la sociedad en su conjunto que hace a la seguridad como bien público;

11. TENIENDO EN CUENTA que la violencia contra las mujeres, en todas sus dimensiones,  constituye una violación a sus derechos humanos, por lo que es importante su prevención, sanción y erradicación en todas las políticas de seguridad ciudadana
.   

11bis
TOMANDO NOTA con preocupación de los riesgos que enfrenta la seguridad de nuestros ciudadanos, especialmente las mujeres, niños, niñas, adolescentes, migrantes, personas con discapacidad o personas adultas mayores
 , los cuales a menudo son víctimas de la trata de personas, los femicidios y la violencia doméstica, sexual y de género;

11ter. RECONOCIENDO ADEMÁS que los Estados Parte de la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, “Convención de Belén do Pará”, realizan un gran esfuerzo para asegurar la implementación de las disposiciones de la Convención, desde la Comisión Interamericana de Mujeres de la Organización de los Estados Americanos, CIM/OEA

11qua
RENOVAR su compromiso con la inclusión de una perspectiva de género en las políticas de seguridad que tenga en cuenta las necesidades de las mujeres y las niñas;

11qui. RECONOCIENDO el decimoquinto aniversario de la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing y el décimo aniversario de la resolución 1325 (2000) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas;

12. RECONOCIENDO que la seguridad pública es deber y obligación exclusiva del Estado, fortalece el Estado de derecho y tiene como fin salvaguardar la integridad y seguridad de las personas y proteger el disfrute de todos sus derechos
; 

13. TENIENDO EN CUENTA que la participación ciudadana y comunitaria es fundamental en la definición, implementación, fiscalización, contraloría y sostenibilidad de los programas de seguridad, de manera que la ciudadanía sea copartícipe con el Estado, y que los Estados deben promover, propiciar y fortalecer los espacios y los recursos que faciliten esa participación, con el concurso de los gobiernos nacionales, sub-nacionales, locales, el sector privado, los medios de comunicación, la sociedad civil organizada y la academia
;

13bis
Gravemente preocupados por el impacto negativo de la delincuencia organizada y nuevas e incipientes formas de delincuencia transnacional en los derechos humanos, el estado de derecho, la seguridad y el desarrollo, así como por la complejidad, la diversidad y los aspectos transnacionales de la delincuencia organizada y sus vínculos con otras actividades delictivas y, en algunos casos, con actividades terroristas,

14. 
CONSIDERANDO que una perspectiva de los derechos humanos permite abordar la problemática de la criminalidad y la violencia a través de la implementación de políticas públicas integrales y sostenibles, centradas en la protección de la persona humana, que garanticen el pleno respeto de los derechos humanos en las prácticas de las instituciones y los agentes estatales 

15. 
RECONOCIENDO que las condiciones de seguridad pública mejoran mediante el pleno respeto a los derechos humanos, a las libertades fundamentales, al establecimiento y fortalecimiento de una cultura de paz y de no-violencia, así como mediante la promoción de la educación, de la cultura, de la salud y del desarrollo económico y social
; 

16. 
CONVENCIDOS de que el tráfico ilícito de drogas y armas, la delincuencia organizada  transnacional, la corrupción y el terrorismo son factores que contribuyen a la existencia de niveles relativamente altos de delitos violentos y que pueden socavar el respeto por el Estado de derecho, la estabilidad política, las instituciones democráticas y la transparencia en el gobierno, además de que representan una grave amenaza para el desarrollo económico y social;

17. 
REITERANDO el compromiso de enfrentar las amenazas tradicionales asociadas a la seguridad y estabilidad de los Estados; las nuevas amenazas, desafíos y preocupaciones asociadas a pandemias, desastres naturales y antrópicos, crisis humanitarias y  los desafíos derivados de factores económicos y sociales de carácter estructural o coyuntural como la pobreza, la indigencia, la desigualdad,  la exclusión social, la inestabilidad socio-económica, política e institucional, y el desempleo
;

18. 
REAFIRMANDO que los Estados tienen el compromiso y la responsabilidad de proveer la asistencia humanitaria necesaria para proteger la vida y la dignidad de las personas en situaciones de violencia y de desastres naturales, incluido el acceso por parte de agencias gubernamentales y/u organizaciones humanitarias a víctimas y comunidades afectadas, sin discriminación, para aliviar su sufrimiento.

19. 
REAFIRMANDO la convicción de que el fortalecimiento de la cooperación bilateral, subregional, regional e internacional es necesaria para prevenir, perseguir y castigar el crimen.

20. 
RECONOCIENDO que la cooperación internacional en materia penal con arreglo a las obligaciones internacionales y a las leyes nacionales es un pilar de los esfuerzos de los Estados para prevenir la delincuencia, en particular en sus formas transnacionales, y enjuiciar y castigar a sus autores, y alentamos la continuación y el fortalecimiento de esas actividades a todos los niveles.

DECLARAN:

1. Que es preciso concentrar nuestra voluntad política y esfuerzos, en la prevención y el combate a aquellas amenazas a la seguridad asociadas a la delincuencia, el delito y la violencia.
  

2. La importancia de fortalecer la cooperación internacional para prevenir y combatir aquellas amenazas a la seguridad asociadas al delito, la violencia y la inseguridad que afectan el desarrollo social, económico y político de nuestras sociedades, así como nuestro compromiso de profundizar la cooperación interamericana para el desarrollo integral y fortalecer los mecanismos y acciones de cooperación para enfrentar con urgencia la pobreza extrema, la inequidad y la exclusión social;

3. Que la Seguridad Ciudadana es un bien público que debe ser concebido como una política pública y que los Estados tienen la obligación de proveerla, en el marco de  un orden democrático, de imperio del estado de derecho y de respeto a los derechos humanos, tendiente a eliminar las amenazas derivadas del delito y la violencia y a garantizar el pleno desarrollo personal y la convivencia pacífica y segura en nuestras comunidades.

4. Que la Seguridad Ciudadana debe ser abordada a través de una perspectiva de derechos humanos, que permita la elaboración de medidas tendientes al tratamiento de las causas que generan la criminalidad y la violencia, mediante el fortalecimiento de la participación democrática y la implementación de políticas centradas en la protección de la persona humana

5. Que la seguridad ciudadana, como fin, sitúa a la persona humana en el centro de sus preocupaciones y lo  convierte en copartícipe y en  elemento importante en la definición e implementación de nuevas alternativas para construir comunidades y sociedades más seguras, sostenibles y coherentes con sus aspiraciones democráticas  y de desarrollo socio-económico y cultural,

6. Que la seguridad ciudadana involucra la interrelación de múltiples actores, tales como los gobiernos nacionales y locales, la sociedad civil organizada, la comunidad, los medios de comunicación, los sectores privados  y académicos, a fin de fortalecer la promoción de una cultura de paz y no violencia, y responder de manera participativa, articulada e integral a las complejas amenazas a la seguridad en los Estados Miembros
 

7. Que para promover la seguridad ciudadana debemos fortalecer la capacidad del Estado de fomentar políticas de seguridad publica de largo plazo, integrales, con una perspectiva de género y con pleno respeto a los derechos humanos adecuando, cuando sea necesario, el marco jurídico, estructuras, procedimientos operativos y mecanismos de gestión respectivos;

8. Que uno de los desafíos más importantes para el efectivo ejercicio de la seguridad  ciudadana, en los segmentos de la población en situación de vulnerabilidad, es la confrontación con la delincuencia organizada y sus externalidades y encadenamientos en la sociedad y,  para ese propósito,  sobre la base de la responsabilidad compartida, se debe mantener y fortalecer la colaboración activa de la comunidad internacional.

9. La necesidad de continuar implementando políticas y acciones en materia de prevención, aplicación de la ley, rehabilitación y reintegración para garantizar un enfoque integral en el combate a la delincuencia, la violencia y la inseguridad, a fin de promover la seguridad ciudadana.

Y COMPROMETEN SU VOLUNTAD POLÍTICA DE IMPULSAR:

1. Que en el marco del proceso ministerial en materia de seguridad pública (MISPA) y de los Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores, Fiscales Generales de las Américas (REMJA), se considere la elaboración de un Plan de Acción en el cual se desarrolle como eje estratégico la Asistencia y Rehabilitación de Víctimas de Delitos, Violencia y Dependencia de Drogas y que incluya los cinco pilares adoptados en el Compromiso por la Seguridad Pública en las Américas (MISPA I):  gestión de la seguridad pública; la prevención de la delincuencia, la violencia y la inseguridad; la gestión policial; participación ciudadana y comunitaria y la cooperación internacional.

2. Que con el propósito de complementar dicho Plan de Acción, se considere la incorporación, entre otras, de las siguientes iniciativas:

a. La promoción de políticas y programas sistemáticos y sostenibles de asistencia y rehabilitación de víctimas, así como la divulgación de experiencias exitosas y mejores prácticas en la materia. 

b. La transferencia de conocimientos y asistencia técnica en materias de asistencia y rehabilitación de víctimas, así como la capacitación y certificación de instituciones y personas relacionadas con la materia

c. Reforzar las acciones en materia de prevención y tratamiento del abuso de drogas, así como la aplicación de leyes contra las drogas y el tráfico de precursores químicos.

d. Promover una mayor información e intercambio de datos sobre tráfico de drogas así como la delincuencia organizada transnacional y otros delitos graves

e. La divulgación de experiencias exitosas y mejores prácticas en materia de rehabilitación y reinserción social de personas en conflicto con la ley.

f. La transferencia de conocimientos y asistencia técnica en materias de rehabilitación y reinserción social de personas que cumplen pena de prisión.

g. El fortalecimiento del cumplimiento de la ley, la cooperación jurídica internacional y medidas preventivas, incluyendo programas educativos y sociales para desalentar el uso indebido y el tráfico ilícito de drogas y la delincuencia transnacional organizada, el terrorismo y otros delitos graves; 
h. Los acuerdos de la Tercera Conferencia de los Estados Parte del Mecanismo de Seguimiento de la implementación de la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, Convención de Belen do Pará,  celebrada los días 24 y 25 de marzo del 2011 en Guatemala,

i. El intercambio eficaz y recíproco de información, conocimientos y experiencia y mediante acciones conjuntas y coordinadas, los gobiernos y las empresas pueden elaborar, mejorar y aplicar medidas para prevenir la delincuencia y enjuiciar y castigar a los autores de delitos, incluso cuando se trate de retos incipientes y cambiantes.

j. n) Mejorar la integridad de las fuerzas de seguridad y otros funcionarios públicos en la lucha contra la corrupción, y mejorar la transparencia de las instituciones de gobierno

k. La utilización del Observatorio de Delitos y Violencia de la OEA.

3. Que el Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE), la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD), y otros mecanismos centrados en el tema de la seguridad al interior de la Organización de los Estados Americanos,  debe esforzarse para incorporar la seguridad ciudadana en sus actividades, incluyendo la convocatoria a discusiones a nivel técnico y evaluación de los programas para maximizar su eficacia.

4. Su invitación  a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho, a que den pronta consideración a la ratificación o adhesión, según sea el caso, de la Convención  Interamericana contra la Fabricación y el Trafico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados (CIFTA). 

5. 13 bis
La importancia de intensificar la cooperación, de acuerdo con los compromisos internos e internacionales, para impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y materiales relacionados, a fin de continuar enfrentando la delincuencia y la violencia en la sociedad, como parte de la consolidación de una cultura de paz y no violencia.

6. Que las políticas de seguridad ciudadana, regionales y nacionales, deben articular esfuerzos específicos para erradicar el femicidio, la trata de mujeres y la violencia sexual en sus diferentes escenarios.

7. Que reconocen el papel de la asistencia legal mutua y la extradición en respuesta a la comisión, ejecución, planificación, preparación o financiación de actos de terrorismo y delincuencia organizada, de conformidad con su legislación interna y los convenios internacionales establecidos.

8. Que es fundamental negar a los delincuentes y organizaciones delictivas las ganancias de sus actividades, por lo que es importante que todos los Estados Miembros, en el ámbito de sus sistemas jurídicos, adopten mecanismos eficaces para decomisar, limitar y confiscar las ganancias de las actividades delictivas y para fortalecer la cooperación internacional a fin de asegurar una eficaz y pronta recuperación de activos. 

9. Proporcionar o mejorar la capacitación para las categorías pertinentes de funcionarios públicos vinculados con el cumplimiento de la ley, la seguridad y el sistema de justicia en el combate del tráfico ilícito de drogas, la delincuencia organizada transnacional, el terrorismo, los delitos financieros y el lavado de activos, con el debido respeto por los derechos humanos.

10. Que con el propósito de fortalecer los vínculos entre las agendas de desarrollo y seguridad de la OEA, encomendamos al Consejo Permanente y al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral que, en la próxima Asamblea General, convoquen a una reunión en la que los Estados Miembros y la Secretaría General presenten su visión y experiencias sobre las iniciativas y programas que contribuyen a la seguridad ciudadana y a la prevención de la delincuencia, y exploren posibilidades de cooperación en la materia, inclusive mediante la elaboración de programas conjuntos entre las áreas de desarrollo integral y seguridad hemisférica de la OEA.

11. Que solicitamos al Secretario General buscar el financiamiento adecuado para la implementación de ese  Plan de Acción e informar a la Asamblea General sobre las medidas adoptadas y los avances de su implementación.
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�.	Incluye propuesta de Venezuela


�.	Declaración de Lima (AG/DEC. 63 (XL-O/10)) – propuesto por Brasil


�.	Párrafo 5 original. Recoge observaciones de Venezuela, Canadá y Argentina e idea de Brasil de cambiarlo de ubicación por su carácter “chapeau”.


�.	Retoma propuesta de México. Fuente Declaración sobre la Seguridad en las Américas. Se consignan asimismo las observaciones de Venezuela, Argentina, USA  y México al párrafo original 6 que se ha dividido ahora en PP4, 5 y 6.


� Propuesta de México


� AG/RES. 2540 (XL-O/10) – propuesto por El Salvador


� Nuevo párrafo propuesto por Argentina


� Propuesta de Argentina


� Fusiona 2 y 3 originales, propuesto por Venezuela (+ agregado de El Salvador). Recoge ideas de propuesta de Brasil al párrafo 2, modificación de Argentina al párrafo 3, modificación de Canadá a los párrafos 3 y 8 originales; y propuesta de nuevo párrafo de Argentina.


� Consenso de Santo Domingo por la Seguridad Pública en las Américas (MISPA II) – propuesta de Brasil e incluye observaciones de Canadá al párrafo original 2


� Nueva propuesta de Uruguay


� Propuesto por Guatemala e incluye observaciones de Canadá al párrafo original 2


� Recoge propuesta de Costar Rica a párrafos adicionales


� Retoma propuesta de párrafo 3qua. de USA.


� Nuevo párrafo propuesto por Costa Rica


� Retoma el espíritu de la propuesta 3 ter. y 3 qui.  de USA


� Propuesta 3 bis de USA.


� Compromiso por la Seguridad Pública en las Américas (MISPA I). Recoge propuesta de México y propuesta 1bis de Venezuela.


� Sustituye párrafos 4 y 9 originales. Recoge el nuevo párrafo propuesto por Argentina relacionado con la idea de corresponsabilidad y sus comentarios al párrafo 4 original, así como los comentarios de México, Canadá y Brasil a los párrafos 4 y 9 originales. También recoge ideas de párrafo 4bis de Canadá.


� Recoge propuesta 1bis y 2ter de USA


� Recoge redacción del párrafo 2 original y propuesta de Argentina (nuevo párrafo y comentario al PP 8 original) y Brasil


� Recoge los párrafos adicionales propuestos por Brasil al párrafo original 3 y tiene sus fuentes en Consenso de Santo Domingo por la Seguridad Pública en las Américas (MISPA II); AG/DEC.60, Declaración de San Pedro Sula y Compromiso por la Seguridad Pública en las Américas (MISPA I)


� Recoge nueva propuesta 2bis de USA, así como su propuesta al PP8 original: tomado de 12 Congreso ONU sobre prevención del delito y justicia penal.


� Sustituye párrafo 10 original y en la nueva redacción retoma comentarios de Brasil y Canadá


� Propuesta de El Salvador, retomando iniciativa del CICR


� Propuesta 2 qua. de USA y tomado de 12 Congreso ONU sobre prevención del delito y justicia penal


� Propuesta 5bis de USA y tomado de 12 Congreso ONU sobre prevención del delito y justicia penal.


� Recoge comentarios de Venezuela, Brasil, Estados Unidos, Canadá y Costa Rica.


� Propuesta de México para sustituir el párrafo Declarativo 1 e ideas de Brasil acerca del párrafo declarativo 4.


� Se atienden observaciones de Venezuela, Canadá y Argentina. Brasil, USA y Canadá no le dan carácter de bien público y México sugiere eliminar el párrafo.


� Nueva propuesta de Argentina


� Reformulación de El Salvador del original párrafo declarativo 3, atendiendo comentarios de Venezuela, Brasil y Estados Unidos. México propone la eliminación del original párrafo declarativo 3


� Es el antiguo párrafo declarativo 5. Recoge propuestas de Brasil y USA. México propone eliminarlo.


� Nuevo párrafo propuesto por Argentina y recoge también los comentarios formulados por Argentina en el original párrafo declarativo 5.


� Nuevo párrafo propuesto por Costa Rica y presentado como párrafo declarativo 5 bis.


� Nuevo párrafo propuesto por México.


� Atiende interés de México y Estados Unidos


� Los literales a y b atienden la propuesta de Costa Rica contenida en el párrafo declarativo 6 bis.


� Nueva propuesta USA


� Nueva propuesta USA


� Recoge propuesta de Costa Rica presentada como párrafo declarativo 6 ter.


� Nueva propuesta USA


� Nueva propuesta USA


� Nueva propuesta USA


� Recoge propuesta USA


� Nuevo párrafo propuesto por México


� Nuevo párrafo propuesto por México


� Se retoma de la propuesta del párrafo declarativo 3bis de Guatemala.


� Nueva propuesta de Venezuela presentado como párrafo declarativo 5bis.


� Nuevo párrafo propuesto por USA.


� Nuevo párrafo propuesto por USA


� Nuevo párrafo propuesto por Brasil enviado como párrafo adicional en el original párrafo declarativo 6.


� Acoge modificaciones propuestas por México.
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